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BOLETÍN Nº2566-06-1 (S)





HONORABLE CÁMARA:





	La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en un Mensaje, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario.


 


  	La iniciativa legal tiene por objeto establecer un marco jurídico con arreglo al cual los municipios puedan otorgar prestaciones de bienestar a su personal, contribuyendo así a su desarrollo y perfeccionamiento social, económico y humano. 








	Cabe hacer presente que los artículos 1°, 2°, 10, 12 y transitorio deben ser aprobados con el carácter de orgánico constitucionales. Asimismo, hay que consignar que el artículo 3° de la iniciativa legal en Informe requiere trámite de Hacienda.	





	Durante el estudio de ésta, la Comisión contó con la asistencia y participación del subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, don Francisco Vidal; de los asesores jurídicos del ministerio del Interior, señores Rodrigo Cabello y Eduardo Pérez, como también de los siguientes dirigentes de la Confederación Nacional de Empleados Municipales (ASEMUCH): Juan Camilo Bustamante (vicepresidente); Manuel Bravo (secretario general); Jorge Martínez y Marcelo Quezada (directores nacionales).  








I.- ANTECEDENTES





A) FUNDAMENTO Y DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO





	Según se expresa en el Mensaje, el propósito fundamental de este proyecto es asegurar el acceso de los funcionarios municipales a los beneficios complementarios de seguridad social, propios de los sistemas actualmente existentes, contribuyendo así a su desarrollo y perfeccionamiento social, económico y humano.





	De esta forma se pretende dar respuesta a la sentida aspiración de quienes laboran en el sector municipal, equiparándose su situación con la del resto de los funcionarios de la Administración, que en general gozan de este tipo de prestaciones. Paralelamente, se establece un régimen uniforme aplicable a todo el personal municipal, homogeneizando la realidad existente. En efecto, en la actualidad es dable observar distintas situaciones entre los municipios: así, por ejemplo, en algunas de estas corporaciones los funcionarios no acceden a beneficios de los que trata el proyecto, mientras que en otros se han creado mecanismos tendientes a permitir que el personal acceda a beneficios similares a los concedidos por los sistemas de bienestar público.





	En este último caso las municipalidades, en ejercicio de la atribución que consagra la letra g) del artículo 5° de la ley orgánica respectiva, han contribuido mediante subvenciones a corporaciones de derecho privado constituidas por los propios funcionarios municipales, conforme a las normas del Código Civil. En ciertos municipios el mencionado aporte se entrega a la asociación de funcionarios, la que ha asumido algunas de las funciones que corresponderían a una unidad de bienestar municipal. Una excepción en esta materia lo constituye la municipalidad de Santiago, la cual, en virtud de la ley N°17.379, se encuentra autorizada para brindar prestaciones de bienestar a sus empleados.





************





	El Mensaje original constaba de 12 artículos permanentes -distribuidos en cuatro títulos- y uno transitorio. 


	


	El Título I (artículos 1° al 3°) contenía normas generales relativas, entre otros aspectos, a los beneficiarios de la iniciativa legal y a las fuentes de financiamiento de las prestaciones de bienestar. 





	Sobre el primer punto, a que se refiere el artículo 1°, cabe consignar que podían acogerse a dichas prestaciones los funcionarios municipales -de planta y a contrata-, el personal afecto al Código del Trabajo o a las leyes N°15.076, 19.070 ó 19.378, con desempeño permanente en la unidad de servicios de salud, educación y demás incorporados a la gestión municipal, y a los que han jubilado en dichas calidades. Se excluye expresamente del ámbito de aplicación de la ley al personal que labora en los establecimientos municipales de los servicios traspasados de salud y educación.     





	La citada ley N°15.076 contiene el Estatuto para los médicos-cirujanos, farmacéuticos o químico-farmacéuticos, bioquímicos y cirujanos dentistas; a su vez, la ley N°19.070 es el denominado Estatuto de los profesionales de la educación, y la ley N°19.378 establece el Estatuto de atención primaria de salud municipal.      





	El artículo 2° encomendaba a un reglamento, aprobado por el concejo a proposición del alcalde respectivo, la determinación de las normas específicas relacionadas con la forma en que han de otorgarse las prestaciones de bienestar y, por el otro, con la estructura y funcionamiento del comité pertinente. La misma disposición exigía al alcalde escuchar a la asociación de funcionarios más representativa para efecto de la elaboración del aludido reglamento, incluyendo las modificaciones a éste.      





	El artículo 3° regulaba el sistema de financiamiento del bienestar social, contemplando en lo fundamental un esquema mixto, a saber, un aporte municipal obligatorio por cada afiliado activo (cuyo monto oscila entre 2,5 y 3 u.t.m. al año), y otro proporcionado por los afiliados activos y pasivos, a través de cuotas mensuales.  





	A su vez, el Título II del proyecto en examen (artículos 4° al 6°) reglamentaba lo relativo a la afiliación y desafiliación a los sistemas de bienestar. 





	Sobre el particular, se reconoce el principio constitucional de libre afiliación y desafiliación al sistema; consignándose en el artículo 5° las causales de pérdida de la calidad de afiliado. Por su parte, el artículo 6° trataba la situación de los funcionarios que pierdan dicha condición pero desean seguir percibiendo las prestaciones de bienestar, en cuyo caso deben manifestarlo por escrito, manteniéndose en suspenso sus derechos mientras no les sea reconocida su calidad de jubilados.  





	El Título III del Mensaje en examen (artículos 7° al 9°) se refería al tema de los beneficios, estableciendo al respecto que éstos, como también su modalidad de concesión y los beneficiarios (aparte del afiliado) serán determinados en el reglamento. El artículo 8° señalaba a modo de ejemplo, y sin perjuicio de lo que estipule el reglamento en la materia, las prestaciones que pueden ser brindadas por los servicios de bienestar. Complementando el precepto anterior, el artículo 9° facultaba a los municipios para celebrar convenios con entidades públicas o privadas, orientados a dar un óptimo servicio a los afiliados en lo que se refiere a las prestaciones.  





	Por su parte, el Título IV (artículos 10 al 12) desarrollaba el tópico de la administración y la fiscalización. En cuanto a la primera, se encomendaba al Comité de Bienestar, cuya composición y atribuciones son materia del reglamento. El proyecto se encarga sí de precisar que la mitad de los integrantes de aquél estará compuesta por representantes del alcalde y la otra mitad por delegados de la (s) asociación (es) de funcionarios que corresponda. Se establece también que los acuerdos se adoptarán por mayoría simple, y en caso de empate dirimirá el presidente del comité, el cual es elegido por éste de entre sus miembros. En el evento de no llegar a un acuerdo en la materia, el presidente será designado en forma directa por el alcalde, también de entre los integrantes de dicho organismo colegiado.    





	El artículo 11 enunciaba las funciones del secretario del comité de bienestar, cargo a ser ejercido por el jefe de la unidad de personal o quien haga sus veces. 





	La fiscalización de los sistemas de bienestar, en tanto, es de resorte de la Contraloría General de la República, conforme al artículo 12. Ello no obsta a la aplicación de las disposiciones sobre el particular contenidas en la ley orgánica constitucional de municipalidades.         





	Finalmente, el artículo transitorio regulaba una situación especial referida a la municipalidad de Santiago, que ya cuenta con un sistema de bienestar. Al respecto, se concede el derecho de optar por aquél o someterse a la nueva normativa, debiendo el alcalde someter la proposición pertinente al concejo, escuchando previamente a los interesados.  








B) PROYECTO APROBADO POR EL SENADO


			


	El proyecto de ley en informe cumplió su primer trámite constitucional en el Senado, instancia que, en general, aprobó un texto similar al propuesto en el Mensaje, con las siguientes enmiendas principales: 





	En el artículo 1° inciso segundo se elimina la referencia que hacía el texto original a los artículos 18 y 44 de la ley N°18.695, en lo relativo a las modalidades para acogerse a las prestaciones de bienestar; subsistiendo por ende en esta materia únicamente el reenvío a las normas del párrafo 2°, título VI de la mencionada ley (artículo 135 y siguientes), que tratan de las asociaciones de municipalidades. Cabe recordar que el citado artículo 18 de la ley orgánica constitucional del rubro faculta a dos o más municipios para compartir, mediante un convenio, una misma unidad, con las excepciones que precisa la norma. A su vez, el artículo 44 permite a dos o más municipalidades acordar que un mismo funcionario ejerza labores análogas en todas ellas, en forma simultánea.





 	Seguidamente, en el artículo 2° inciso segundo, que trata del reglamento de los servicios de bienestar, la nueva redacción del precepto exige al alcalde escuchar previamente a su aprobación el parecer de todas las asociaciones de funcionarios existentes en la municipalidad -o, en su defecto, del personal municipal-, y no sólo de la asociación más representativa, como estipulaba el texto del Mensaje. Por otra parte, en el inciso tercero se suprime el plazo de diez días que se otorgaba al concejo para emitir su opinión acerca de este punto, de manera que dicho órgano no queda sujeto a ningún término perentorio al respecto.     





	En el inciso primero del artículo 3° se eleva de 3 a 4 u.t.m. el tope del aporte anual por cada afiliado activo que pueden realizar las municipalidades para el financiamiento de las actividades de bienestar.





	Por otra parte, en el artículo 8° se mencionan genéricamente las áreas a que pueden extenderse las prestaciones de bienestar (salud y educación, entre otras), entregando al reglamento la determinación de las prestaciones específicas; en tanto que el texto primitivo de este artículo detallaba -aunque no en forma taxativa- los beneficios susceptibles de ser otorgados.





	Conforme a la nueva redacción del inciso sexto del artículo 10, se adelanta para la última quincena del mes de septiembre -en vez de diciembre, como decía la norma del Mensaje- el trámite de aprobación del proyecto de presupuesto por parte del Comité de Bienestar.





	Finalmente, el artículo 11 aprobado por el Senado contiene, en relación con el texto del Mensaje del mismo precepto, una enumeración más sintética de las funciones del secretario del Comité de Bienestar, confiando al reglamento la especificación de las restantes.  





************


	


	El señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, don Francisco Vidal, explicó que el Mensaje en discusión se inscribe dentro de otra serie de iniciativas legales tendientes a mejorar la situación de los municipios y de los funcionarios municipales. Ellas se refieren a tópicos como la gestión municipal, la elección separada de alcaldes y concejales, el mejoramiento de las remuneraciones de los trabajadores del sector y la regulación del artículo 110 de la Carta Fundamental. En un plano estrictamente financiero, las reformas a la ley de rentas municipales están generando unos 70 mil millones de pesos, a lo que se sumará, a partir del 2002, el proyecto de reavalúo de los bienes raíces no agrícolas, que va a significar (dependiendo del monto del reavalúo que se apruebe en su momento) entre 25 mil y 130 mil millones de pesos extras para el sistema municipal. El mencionado Fondo, que es el pilar financiero del 75% de los municipios, comprendía recursos por 240 mil millones en 1999, pasando a 255 mil millones en el año 2000,  estimándose que llegará a la suma de 360 mil millones el 2002. Admitió que, no obstante la magnitud de esa cifra, es obvio que es imposible atender con ella todos los requerimientos económicos.


	


	A su vez, el vicepresidente de la ASEMUCH, señor Juan Camilo Bustamante, valoró la iniciativa legal, señalando que con ella se satisface una sentida aspiración del gremio. Además, en razón del aporte obligatorio de los municipios a los servicios de bienestar que se establece, se inyectarán recursos que irán en beneficio directo de los trabajadores del sector municipal, lo cual va a redundar en un mejor servicio a la comunidad. Acotó que actualmente sólo la municipalidad de Santiago dispone de un servicio con una estructura acabada, el cual fue creado mediante la ley N°17.379. Sin perjuicio de ello, en otras municipalidades se han constituido sistemas de bienestar bajo el amparo de la personalidad jurídica que concede el ministerio de Justicia, o bien asociaciones de funcionarios según la ley N°19.296.





	El artículo 1° de este cuerpo legal -que entró a regir en 1994- reconoce a los trabajadores de la Administración del Estado -incluidas las municipalidades- el derecho de constituir, sin autorización previa, las asociaciones de funcionarios que estimen conveniente; agregando en el artículo 2° que dichas asociaciones pueden tener carácter nacional, regional, provincial o comunal, según fuere la estructura jurídica del servicio. A su vez, el artículo 3° precisa que ningún funcionario podrá pertenecer a más de una asociación, simultáneamente, en razón de un mismo empleo. 





	En un plano más específico, el dirigente gremial formuló observaciones sobre diversos aspectos de la iniciativa legal, relacionados con la participación de los funcionarios en la creación de los servicios de bienestar; la elaboración del reglamento a que alude el proyecto; el aporte de los afiliados (incluyendo la situación de los jubilados); el sistema de administración, etc. 





	Valoró, por otra parte, la participación que se da a las asociaciones de funcionarios en la confección del reglamento a que alude el artículo 2°; disposición que  evitaría -a juicio del gremio- la negativa experiencia que arrojó la tramitación, en 1994, del proyecto de reestructuración de plantas de funcionarios municipales. En esa oportunidad, pese a que debía considerarse la opinión de los trabajadores afectados, el proyecto, en definitiva, se aprobó sin su participación. En síntesis, se trata ahora de asegurar que las asociaciones de funcionarios -o el personal, si no las hubiere- tengan real injerencia en la elaboración del reglamento. Abonan lo anterior dos elementos muy importantes: la experiencia de los funcionarios en la administración de sistemas de bienestar y la circunstancia de aportar a su financiamiento.





	En otro pasaje de su exposición, indicó que ante la ausencia de un marco legal regulatorio en esta materia, salvo -como queda dicho- en lo que se refiere a la municipalidad de Santiago, varios municipios, al amparo del artículo 5° letra g) de la ley orgánica constitucional, otorgan voluntariamente subvenciones a las asociaciones de funcionarios, lo que les permite a éstas otorgar prestaciones a sus afiliados. Sin embargo, una de las ventajas del proyecto en examen en comparación con la situación actual estriba en que el primero asegura un financiamiento básico -expresado en el aporte mínimo de los municipios- para el otorgamiento de las prestaciones, mientras que de acuerdo al sistema que rige hoy la existencia de los servicios de bienestar está supeditada a la erogación voluntaria de aportes y subvenciones, cuyo tope alcanza a los 54.255 pesos por funcionario, conforme a la ley de reajuste. Así también lo ha dictaminado la Contraloría. En cambio, el proyecto fija un máximo de 4 u.t.m., que equivale al doble de la cifra anterior. En relación con el mismo tema, subrayó que muchas municipalidades entregan hoy, para fines de bienestar, el 100% de la subvención a que alude el artículo 5° de la ley orgánica, puntualizando finalmente que el aporte obligatorio que consagra el proyecto representa una cifra marginal si se la compara con el monto del presupuesto de un municipio (menos del 1%), por pequeño que éste sea. En conclusión, el proyecto de ley apunta a la consecución de un propósito muy loable, cual es que los municipios puedan ayudar a sus funcionarios en materias de orden social, lo que no pueden hacer hoy directamente, sino a través del mecanismo de las subvenciones, o de la realización de eventos como bingos, colectas, etc.


	   		


		 


**********





	El artículo 60 N°20 de la Carta Fundamental señala que es materia de ley “toda otra norma de carácter general y obligatoria que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico”; presupuesto que se cumple en la especie, toda vez que el proyecto fija un procedimiento uniforme para la conformación y funcionamiento de los servicios de bienestar que se creen en todas las municipalidades.   


   


	Asimismo, resulta atingente en la especie el artículo 19 N°15 de la Constitución Política, que consagra el derecho de asociación en términos amplios, prohibiendo únicamente las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado; derecho que, en lo que concierne al presente proyecto, encuentra una manifestación específica en su artículo 4°, que reconoce la libertad de afiliación y desafiliación al sistema de prestaciones de bienestar. En un ámbito más amplio, el principio enunciado se plasma en el artículo 1° inciso segundo del proyecto, que permite a los municipios asociarse de acuerdo a las normas contenidas en el título VI de la ley N°18.695 (artículo 135 y siguientes) para efectos del otorgamiento de las prestaciones aludidas. Esta última facultad emana a su vez del artículo 107 inciso sexto de la Carta Fundamental, que prescribe que “las municipalidades podrán asociarse entre ellas para el cumplimiento de sus fines propios”. 





	Finalmente, cabe citar el artículo 62 inciso tercero de la Constitución Política, que radica en el Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley relacionados con la administración financiera o presupuestaria del Estado, término que en un sentido amplio comprende a los municipios. Este precepto cobra aplicación respecto del artículo 3° del proyecto, que establece el aporte obligatorio por afiliado activo que deben realizar a su cargo los municipios, lo cual incide en el presupuesto municipal.  








II.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO





	A.- En General


	


	La Comisión compartió los objetivos de la iniciativa legal en Informe, aprobando por unanimidad la idea de legislar sobre el tópico.  





	B.- En Particular 





	Durante la discusión pormenorizada del proyecto, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos: 








TÍTULO PRIMERO





Normas Generales








	Artículo 1°





		Éste recibió el siguiente tratamiento:





		Su inciso primero, que autoriza a las municipalidades para otorgar prestaciones de bienestar a los funcionarios de planta y a contrata, como también al  personal afecto a los cuerpos legales que individualiza, con desempeño permanente en la unidad municipal de servicios de salud, educación y demás incorporados a la gestión municipal, y a aquéllos que hayan jubilado en dichas calidades, con el objeto de propender al mejoramiento de las condiciones de vida del personal y sus cargas familiares, fue aprobado por asentimiento unánime, sin enmiendas. 





		El inciso segundo, que dispone que con el objeto expresado anteriormente las municipalidades podrán asociarse de conformidad con las normas que contempla la ley orgánica constitucional de municipalidades, fue aprobado por idéntico quórum. 





		Su inciso tercero, que excluye del sistema que crea la presente ley al personal que se desempeña en los establecimientos municipales de los servicios traspasados de salud y educación, fue aprobado también por unanimidad. 








			Artículo 2°	





	Este artículo fue objeto del tratamiento que pasa a consignarse:


	El inciso primero, según el cual los objetivos específicos y las modalidades en que cada municipio otorgará las prestaciones aludidas, como asimismo  lo relativo a la conformación y funcionamiento del comité de bienestar de ejecución, serán materia de un reglamento que deberá aprobar el concejo a proposición del alcalde respectivo, fue aprobado por unanimidad, sin variaciones.





	El inciso segundo, que señala que en forma previa a tal aprobación el alcalde deberá solicitar la opinión de las asociaciones de funcionarios existentes en la municipalidad o, en su defecto, del personal municipal, la que debe evacuarse en el plazo de 30 días, vencido el cual el alcalde formulará una propuesta al concejo, fue aprobado por asentimiento unánime. 





	El inciso tercero, que estipula que el concejo, a su vez, deberá oír también a la asociación o asociaciones o, a falta de éstas, a los representantes del personal antes de emitir un pronunciamiento en la materia, fue aprobado por análogo quórum.





Artículo 3°





	Éste mereció el siguiente trato: 





	El inciso primero, que dispone que para el financiamiento de las actividades de bienestar social las municipalidades determinarán anualmente el aporte que realizarán por cada  afiliado activo, cuyo rango especifica -entre 2,5 y 4 u.t.m.-, agregando que tal contribución no será considerada como gasto en personal para los efectos que indica, y que los jubilados afiliados al sistema deberán enterar de su cargo el aporte correspondiente, fue aprobado por 5 votos a favor y 3 abstenciones. 





	El inciso segundo, que detalla las otras fuentes de financiamiento de las prestaciones de bienestar, fue aprobado por idéntico quórum.





	Su inciso final, que expresa que los recursos destinados a bienestar deberán considerarse en registros contables especiales dentro del presupuesto municipal y mantenerse en cuenta corriente bancaria separada, fue aprobado asimismo por el quórum anterior. 





	El voto de abstención se fundamentó en que, de acuerdo a esta norma -específicamente el inciso primero-, se consagraría un trato económico inferior hacia los empleados del sector municipal respecto de los aportes máximos que efectúan otros organismos de la administración pública a sus servicios de bienestar.





	En otro plano, despejando las dudas manifestadas por algunos parlamentarios sobre la naturaleza jurídica de los bienes que conforman el sistema de financiamiento de las prestaciones de bienestar, específicamente en cuanto a que se estaría eventualmente instituyendo un patrimonio afecto a una regulación separada del que posee el municipio, el asesor jurídico del Ejecutivo precisó que el proyecto no crea un organismo con personalidad jurídica y patrimonio propios.  Lo anterior queda demostrado en el artículo en mención, que considera los recursos de bienestar como parte integrante del presupuesto municipal, aunque deben estar consignados en registros contables especiales y mantenerse en una cuenta corriente aparte.


 


TITULO SEGUNDO





De la Afiliación








	Artículo 4°





	Este artículo, que consagra la voluntariedad tanto de la afiliación como la desafiliación al sistema de bienestar, debiendo ambas en todo caso contar con el pronunciamiento del Comité de Bienestar en la oportunidad que indica, fue aprobado por unanimidad, sin variaciones. 





	Artículo 5°	





	Este precepto, que enuncia las causales de pérdida de la calidad de afiliado al sistema de bienestar, fue aprobado también por asentimiento unánime. 








	Artículo 6°	





	Esta norma, en cuya virtud los afiliados que dejen de ser funcionarios y deseen seguir perteneciendo al sistema de bienestar como jubilados deberán manifestarlo por escrito, quedando en suspenso sus derechos como afiliados mientras no manifiesten su voluntad en tal sentido, acontecido lo cual ejercerán en plenitud sus derechos a contar de la fecha en que se conceda la jubilación, pudiendo percibir retroactivamente los beneficios que correspondan, previo pago de las cotizaciones correspondientes, fue aprobada por unanimidad.








TÍTULO TERCERO





De los Beneficios





	Artículo 7°	





	Éste, con arreglo al cual la municipalidad deberá establecer en el mencionado reglamento los beneficios de bienestar social que podrán otorgarse e indicar en el mismo las modalidades de concesión y quiénes, aparte del afiliado, serán beneficiarios, fue aprobado por el mismo quórum que el artículo precedente.








	Artículo 8°	





	Este artículo, que señala que los beneficios de bienestar pueden cubrir áreas tales como la salud, la educación y la recreación, entre otras, agregando en el inciso segundo que corresponderá al reglamento determinar las prestaciones específicas, fue aprobado por asentimiento unánime, sin modificaciones. 





	Artículo 9°





	Este precepto, que autoriza a los municipios para celebrar convenios con entidades -públicas o privadas-, destinados a mejorar las prestaciones brindadas por los servicios de bienestar, fue aprobado por unanimidad, en los términos propuestos. 











TÍTULO CUARTO





De la Administración y la Fiscalización





	Artículo 10 	





		Éste recibió el siguiente tratamiento:





	Su inciso primero, según el cual la administración general del servicio de bienestar corresponderá al Comité de Bienestar, debiendo el reglamento respectivo regular su organización y funciones, fue aprobado por asentimiento unánime. 





	El inciso segundo, que trata de la composición del Comité, estableciendo al efecto que la mitad estará constituido por representantes del alcalde y el restante 50% por mandatarios de las asociaciones de funcionarios que hubiere en el municipio o, en defecto de éstas, por los delegados elegidos por los funcionarios adscritos al sistema de bienestar, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente, y por análogo quórum, con una indicación del Ejecutivo en el sentido que los representantes del alcalde al Comité deben contar con la aprobación del concejo.   





	El inciso tercero, que prescribe que los acuerdos que se adopten requerirán mayoría simple, dirimiendo en caso de empate el voto del presidente del Comité, fue aprobado por asentimiento unánime. 





	Su inciso cuarto, que estipula que los integrantes del Comité en representación de los funcionarios durarán dos años en el cargo, pudiendo ser removidos antes por decisión de la mayoría de los afiliados, fue aprobado por idéntico quórum.





	El inciso quinto, que establece que el Comité elegirá  a su presidente de entre sus propios miembros, y agrega que si ello no fuere posible corresponderá al alcalde tal decisión, debiendo optar también de entre los miembros del comité, fue aprobado por unanimidad. 





			El inciso sexto, que se refiere a la obligación del Comité de aprobar el proyecto de presupuesto en la época que indica, sin perjuicio de presentar a la respectiva municipalidad un balance anual del ingreso y administración de los recursos y de las prestaciones otorgadas dentro del término que señala, fue aprobado por el quórum antes expresado.





		Su inciso séptimo, con arreglo al cual en el evento que para el otorgamiento de  prestaciones se apliquen algunas de las modalidades a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley -vale decir, asociaciones entre municipios-,  las municipalidades concernidas deberán considerar en el respectivo convenio las normas específicas de administración y participación, fue aprobado asimismo por asentimiento unánime.





	Artículo 11 	





	Éste, que expresa que el jefe de la unidad de personal de la municipalidad, o quien haga sus veces, será el secretario del Comité de Bienestar, enunciando enseguida sus funciones, fue aprobado por unanimidad.


			Artículo 12	





	Este artículo, que establece que sin perjuicio de las normas de fiscalización contenidas en la ley orgánica constitucional de municipalidades el sistema de bienestar municipal estará especialmente sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República, fue aprobado por análogo quórum.





Artículo Transitorio








	Éste, en virtud del cual se autoriza a la municipalidad de Santiago para optar por mantener el sistema de bienestar previsto en el texto legal que menciona o acogerse al establecido en la presente ley, debiendo el alcalde para tal efecto consultar su opinión a la asociación de funcionarios más representativa y luego someter la proposición respectiva al acuerdo del concejo, fue aprobado por asentimiento unánime.  


	





IV.- ARTÍCULOS QUE REVISTEN EL CARÁCTER DE ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.





	Al respecto, el Senado estimó que únicamente el artículo 12 del proyecto reviste el carácter de orgánico constitucional, siendo las restantes disposiciones de quórum simple.





	Esta Comisión, en cambio, considera que además de la mencionada norma deben ser aprobados con rango de orgánico constitucionales los artículos 1°, 2°, 10 y transitorio del proyecto, según lo estipulado por los artículos 107 inciso quinto y 108 inciso tercero de la Constitución Política, en relación con lo que disponen los artículos 65 y 79 de la ley orgánica constitucional de municipalidades.  





V.- ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.





	El presidente de la Comisión determinó que el artículo 3° del proyecto debe cumplir el referido trámite, al tenor de lo estipulado en el artículo 62 inciso tercero de la Carta Fundamental.   








**************





	Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social  recomienda la aprobación del siguiente














PROYECTO DE LEY:








"TITULO PRIMERO





Normas Generales








	Artículo 1°.-	Autorízase a las municipalidades del país para otorgar prestaciones de bienestar a los funcionarios de planta y a contrata, al  personal afecto a la Ley Nº 15.076, y a los regidos por el Código del Trabajo, por la Ley Nº 19.070 o por la Ley Nº 19.378, con desempeño permanente en la unidad municipal de servicios de salud, educación y demás incorporados a la gestión municipal, y a aquéllos que hayan jubilado en dichas calidades, con el objeto de propender al mejoramiento de las condiciones de vida del personal y sus cargas familiares y al desarrollo y perfeccionamiento social, económico y humano del mismo.





	En todo caso, para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior,  las municipalidades podrán asociarse en virtud de lo prescrito en el Párrafo Segundo del Título Sexto de la Ley Nº 18.695. 





	El personal que se desempeña en los establecimientos municipales de los servicios traspasados de salud y educación no estará afecto al sistema que crea la presente ley.








	Artículo 2°.-	Los objetivos específicos, la forma y condiciones en que cada municipio otorgará dichas prestaciones, la conformación y funcionamiento del comité de bienestar y demás normas de ejecución, serán materia de un reglamento que deberá aprobar el concejo a proposición del alcalde respectivo.





	El alcalde, previamente a formular al concejo la proposición de reglamento o la modificación del mismo, deberá solicitar la opinión de las asociaciones de funcionarios existentes en la municipalidad o, en su defecto, del personal municipal.  Dicha opinión o pronunciamiento deberá evacuarse en el plazo de 30 días, contado desde la remisión de la proposición correspondiente. Vencido dicho plazo, el alcalde formulará la propuesta al concejo, acompañando las opiniones existentes. 





	El concejo, antes de pronunciarse respecto de la proposición de reglamento, deberá oír a la asociación o asociaciones o, a falta de éstas, a los representantes del personal, y tener a la vista las opiniones evacuadas.   








	Artículo 3°.-	Para el financiamiento de las actividades de bienestar social, las municipalidades determinarán anualmente el aporte que realizarán por cada  afiliado activo, considerándose los correspondientes recursos en el presupuesto municipal. El aporte que se establezca no podrá ser inferior a 2,5 unidades tributarias mensuales (U.T.M) ni superior a 4,0 unidades tributarias mensuales (U.T.M). El aporte a los servicios de bienestar no será considerado como gasto en personal para efectos de lo establecido en el artículo 1º de la Ley Nº 18.294. Los afiliados que sean jubilados deberán enterar de su cargo el aporte que corresponda a la municipalidad.





	Además, las prestaciones de bienestar se financiarán con los siguientes recursos:





	a) La cuota de incorporación y el aporte mensual de los afiliados activos y pasivos, que serán fijados en la forma que se establezca en el respectivo reglamento de bienestar;





	b) Los aportes extraordinarios de los afiliados, determinados en la forma señalada en la letra precedente;





	c) Las comisiones que perciban en virtud de los convenios que celebren con terceros para el otorgamiento de beneficios a los afiliados;





	d)	Los intereses que se generen por préstamos concedidos a los afiliados;





	e)	Los que se obtengan de herencias, legados, donaciones y erogaciones voluntarias para fines de bienestar de los afiliados, y





	f)	Los demás ingresos que deriven de acciones vinculadas a las prestaciones de  bienestar.





	Los recursos correspondientes a bienestar deberán considerarse en registros contables especiales dentro del respectivo presupuesto municipal y mantenerse en cuenta corriente bancaria separada.








TÍTULO SEGUNDO





De la Afiliación








	Artículo 4°.- Tanto la afiliación como la desafiliación al sistema de bienestar serán voluntarias y deberán ser solicitadas por escrito al Comité de Bienestar, el que deberá pronunciarse al respecto en la sesión ordinaria siguiente a la fecha de la solicitud.





	Artículo 5°.-	Se perderá la calidad de afiliado por las siguientes causales:





	a)	Por dejar de pertenecer a la municipalidad respectiva, con excepción de los jubilados que ejerzan su derecho a permanecer en el sistema de bienestar en los términos previstos en esta ley;





	b)	Por desafiliarse del sistema  de bienestar, y





	c)	Por expulsión, por las causales que determine el reglamento.








	Artículo 6°.-	Los afiliados que dejen de ser funcionarios y deseen seguir perteneciendo al sistema de bienestar como jubilados, deberán manifestarlo por escrito y, desde esa oportunidad y hasta que adquieran dicha calidad, se mantendrán en suspenso sus derechos como afiliados, los que se ejercerán plenamente a contar de la fecha a partir de la cual se conceda la jubilación, pudiendo percibir retroactivamente los beneficios que correspondan, previo pago de las cotizaciones correspondientes.








TÍTULO TERCERO





De los Beneficios








	Artículo 7°.-	La municipalidad deberá establecer en el reglamento a que se refiere el artículo 2º de esta ley, los beneficios de bienestar social que podrán otorgar conforme a sus disponibilidades presupuestarias, indicando sus modalidades de concesión y quiénes, aparte del afiliado, serán sus beneficiarios.





	Artículo 8°.-	La sección a que se asigne el servicio de bienestar de los funcionarios podrá otorgar beneficios vinculados a las siguientes áreas: salud, educación, asistencia y recreación, entre otras. 





	El reglamento determinará las prestaciones específicas que se otorgarán. 





	Artículo 9°.- Las municipalidades podrán celebrar convenios con entidades públicas o privadas, con el propósito de mejorar el nivel de atención y el de las prestaciones que sus servicios de bienestar otorguen a sus afiliados. 








TÍTULO CUARTO





De la Administración y la Fiscalización








	Artículo 10.- 	La administración general del servicio de bienestar corresponderá al Comité de Bienestar. El reglamento municipal respectivo establecerá su organización, el número de sus miembros y las funciones que le correspondan. 





	La mitad de los integrantes de dicho Comité estará compuesta por representantes propuestos por el alcalde, con aprobación del concejo, y la otra mitad por representantes de la o las asociaciones de funcionarios existentes en el municipio. Si en el respectivo municipio hubiere más de una asociación de funcionarios, la representación de éstas en el comité, en la parte correspondiente, será proporcional al número de afiliados, conforme lo establezca el reglamento. De no existir asociación de funcionarios, los representantes del personal serán elegidos por la totalidad de los funcionarios adscritos al sistema de bienestar, en la forma que prescriba el mismo reglamento.





	Los acuerdos que se adopten requerirán mayoría simple; en caso de empate, dirimirá el voto del presidente del Comité.





	Los integrantes del Comité en representación de los funcionarios durarán dos años en el cargo.  No obstante, podrán ser removidos por decisión de la mayoría de los afiliados al sistema de bienestar.





		El Comité elegirá  a su presidente de entre sus propios miembros. Si el Comité no lograre generar por esta vía al presidente, éste será designado directamente por el alcalde, también de entre los miembros del comité.





	El Comité de Bienestar, durante la última quincena del mes de septiembre, aprobará el proyecto de presupuesto a que se refiere la letra b) del artículo siguiente.  Asimismo, deberá presentar a la respectiva municipalidad un balance anual del ingreso y administración de los recursos, y de las prestaciones otorgadas, dentro de los dos primeros meses del año siguiente al de su ejecución.





	Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, en el evento que para el otorgamiento de  prestaciones de bienestar se apliquen algunas de las modalidades a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley, las municipalidades deberán considerar en el respectivo convenio las normas específicas de administración y participación.





	Artículo 11.- 	El jefe de la unidad de personal, o quien haga sus veces, será el secretario del Comité de Bienestar y tendrá las siguientes funciones:





	a)	Ejecutar los acuerdos del Comité;





	b)	Proponer al Comité el proyecto de presupuesto de  ingresos y gastos anuales;





	c)	Someter a la aprobación del Comité el balance anual;





	d)	Efectuar, conforme a los acuerdos del Comité, todos los gastos y pagos que deba hacer la sección a cargo del bienestar, y 





			e)	Las demás funciones que le asigne el reglamento.


	Artículo 12.-	Sin perjuicio de las normas de fiscalización contenidas en la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el sistema de bienestar municipal estará especialmente sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo referente a la aplicación de la presente ley.











	ARTÍCULO TRANSITORIO








	Autorízase a la Municipalidad de Santiago para optar por mantener el sistema de bienestar previsto en la Ley Nº 17.379 o para acogerse al establecido en la presente ley. Al efecto, el alcalde, previo a someter la proposición respectiva al acuerdo del concejo, deberá solicitar opinión a la asociación de funcionarios más representativa.".





	


*****************








	Se designó Diputado Informante al señor Sánchez, don Leopoldo.











	Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 2001.














	Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 20 de marzo, 3 de abril, 8 y 15 de mayo  del año en curso, con asistencia de los señores Sánchez, don Leopoldo (Presidente); Galilea, don Pablo; González, doña Rosa; Gutiérrez, don Homero; Longton, don Arturo; Martínez, don Rosauro; Naranjo, don Jaime; Palma, don Joaquín; Pérez, don Víctor; Reyes don Víctor; y Silva, don Exequiel.





























SERGIO MALAGAMBA STIGLICH


Abogado Secretario de la Comisión


�PAGE  �16�


�




















	

















